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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 19 de diciembre de 

2019. 

Comparece el Municipio de Vega baja (en adelante, 

apelante o Municipio de Vega Baja) solicitando que 

revisemos una Sentencia Parcial emitida por el Tribunal 

de Primera Instancia el 9 de agosto de 2017 y 

notificada el 11 de agosto del mismo año.  

I. 

Para comprender la génesis de la presente 

controversia, resulta necesario remontarnos a un caso 

previo el cual no se encuentra ante nuestra 

consideración, mas se alega que sus efectos podrían 
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incidir sobre la controversia que hoy atendemos. El 6 

de mayo de 2009 la señora Carmen V. Lugo Ríos presentó 

una Demanda contra, entre otros, el Municipio de Vega 

Baja (en adelante, apelante o Municipio), solicitando 

injunction, una sentencia declaratoria y daños y 

perjuicios. En la misma, alegó que el Alcalde del 

Municipio de Vega Baja, bajo pretexto que el puesto de 

Directora II del Programa Head Start que ocupaba la 

señora Lugo Ríos era de confianza, dispuso que debía 

ser confirmada por la Legislatura Municipal. Ello aún 

cuando existían varias comunicaciones que alertaban que 

el puesto ocupado por la señora Lugo Ríos no era de 

confianza. Sometida la señora Lugo Ríos al proceso, la 

Legislatura Municipal no aprobó su nombramiento y fue 

despedida efectivo el 1 de mayo de 2009. Con 

posterioridad al despido de la señora Lugo Ríos, se 

contrató al señor Rodríguez Rodríguez (en adelante, 

apelado o señor Rodríguez Rodríguez) a la posición de 

Director del Programa Head Start, como más adelante se 

detalla.1 

Así las cosas, la señora Lugo Ríos presentó la 

mencionada Querella, alegando, entre otras cosas, que 

todo lo ocurrido ante la Legislatura Municipal era 

nulo, dado que su puesto no era de confianza. Asimismo, 

alegó la nulidad de todo lo acontecido con 

posterioridad al alegado proceso de confirmación.  

Tras varias incidencias, el Tribunal de Primera 

Instancia emitió una Sentencia el 30 de diciembre de 

2013. En la misma, declaró “Con Lugar” la demanda y 

ordenó al Municipio la reinstalación inmediata de la 

                                                 
1 Al señor Rodríguez Rodríguez se le contrató el 1 de marzo de 2011 

-Véase, Apéndice, pág. 29-32- y se le remitió una carta con fecha 

del 18 de enero de 2012, alegadamente entregada al día siguiente, 

notificándole su despido- Véase, Apéndice, págs. 38 y 6-. 



 
 

 
KLAN201701388 

 

 

 

3 

señora Lugo Ríos al puesto de Directora II en el 

Programa Head Start como si nunca hubiese sido 

desvinculada.2 Determinó también que la posición 

ocupada por la señora Lugo Ríos era una transitoria, y 

no de confianza, renovable anualmente y sujeta a la 

disponibilidad de los fondos federales de los cuales se 

nutría el Programa Head Start.3 Añadió que todo lo 

acontecido era nulo, por lo que no tenía trascendencia 

jurídica, y que todo lo acontecido con posterioridad al 

despido resultaba nulo también.4 Asimismo, ordenó 

también, entre otras cosas, el pago de todas las 

cuantías a las cuales hubiera tenido derecho a partir 

del 1 de mayo de 2009, fecha del despido.5  

Mientras el caso de la señora Lugo Ríos 

transcurría, el 1 de marzo de 2011, como antes 

mencionamos, se contrató al señor Rodríguez Rodríguez, 

con vigencia hasta el 29 de febrero de 2012.6 A tenor 

con el contrato, ocuparía la posición de Director del 

Programa Head Start del Municipio de Vega Baja.7 

Asimismo, y entre otros asuntos, enumeraba los 

beneficios a los que tenía derecho, y expresaba que el 

Municipio podría prescindir de sus servicios con la 

aprobación expresa del Comité de Normas de la Agencia 

Delegada y notificación treinta días de anticipación, o 

un término menor, dependiendo de los servicios 

contratados.8 Como antes se menciona, al apelado se le 

entregó la notificación de que su contrato no le fue 

renovado el 19 de enero de 2012. 

                                                 
2 Apéndice de la apelación, pág. 57. 
3 Íd., págs. 56-57. 
4 Íd., pág. 57. 
5 Íd., págs. 57-58. 
6 Íd., pág. 31. 
7 Íd., pág. 29. 
8 Íd., pág. 32. 
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Así las cosas, nace el caso que hoy atendemos. La 

apelación ante la Comisión Apelativa del Servicio 

Público (CASP) se presentó el 22 de febrero de 20129, 

mientras que la Querella judicial que hoy nos ocupa, el 

8 de agosto de 2014. En esta última, el señor Rodríguez 

Rodríguez reclamó salarios, despido injustificado y 

represalias contra el apelante. Ello como consecuencia 

de la denegatoria de renovación del contrato, fechada 

el 18 de enero de 2012, que le fue notificada el 19 de 

enero de 2012.10  

Entre otras cosas, alegó que era el Director del 

Programa Head Start del Municipio y que fue despedido 

sin justa causa, y sin seguir los procedimientos 

establecidos por las reglamentaciones de Head Start. 

Añadió que su despido ocurrió después de su 

comparecencia como testigo en el proceso criminal que 

culminó con la convicción del exalcalde de Vega Baja, 

señor Edgar Santana Rivera. Alegó también que su 

despido fue contrario a las disposiciones de la Ley 

Núm. 425-2000, conocida como Ley de Represalias Contra 

Empleados por Ofrecer Testimonio, 1 LPRA sec. 601 et 

seq. Asimismo, alegó que su despido había sido en 

violación a la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según 

enmendada, 29 LPRA sec. 185a et seq., por lo que 

reclamó una indemnización de $17,170.00. En la 

alternativa, alegó que a raíz del despido había sufrido 

angustias mentales, por lo que reclamó $75,000.00. 

Además, enfatizó que la demanda se presentaba bajo la 

Ley Núm. 2 del 17 de octubre de 1961, según enmendada, 

                                                 
9 Íd., pág. 6. 
10 Véase, Íd., págs. 6 y 38. 
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conocida como Ley Sumaria de Reclamaciones Laborales, 

32 LPRA sec. 3127.  

Luego de varios trámites procesales, el 5 de abril 

de 2017, la parte apelante presentó una “Moción de 

Sentencia Sumaria”. En la misma aseveró que la Ley Núm. 

80, supra, solo aplica a la empresa privada, por lo que 

no les aplicaba a los municipios. Del mismo modo, 

sostuvo que la CASP tenía jurisdicción exclusiva para 

atender las apelaciones de los municipios.  También 

alegó que la Ley de Represalias Contra Empleados por 

Ofrecer Testimonio, supra, tenía un periodo 

prescriptivo de un (1) año luego del cual el apelado 

había presentado su reclamación, por lo que la misma 

estaba prescrita. Añadió que la parte apelada había 

incurrido en “forum shopping”, pues en febrero de 2012 

había presentado una reclamación ante la CASP contra el 

Municipio de Vega Baja, en la cual alegó la violación 

de sus derechos como empleado de carrera, y 

posteriormente presentó la reclamación al amparo de la 

Ley Núm. 80, supra. Alegó también que a raíz de lo 

dispuesto en el caso de Carmen V. Lugo Rios v. Mun. de 

Vega Baja, D PE2009-0500, el nombramiento del apelado 

fue nulo, por lo que todo lo ocurrido con posterioridad 

al mismo carecía de consecuencia jurídica alguna.  

El 4 de mayo de 2017, la parte apelada presentó 

una “Moción Informativa en torno a Moción de 

Desestimación” en la cual se opuso a la “Moción de 

Sentencia Sumaria”. Alegó que los argumentos expuestos 

en la solicitud de sentencia sumaria eran los mismos 

que el Foro de Primera Instancia ya había declarado “No 

Ha Lugar” al evaluar una solicitud de desestimación 

presentada por la parte apelante.  
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Evaluadas las posiciones, el Tribunal de Primera 

Instancia emitió una Sentencia Parcial el 9 de agosto 

de 2017, notificada el 11 de agosto de 2017, donde 

desestimó el pleito en aquello relacionado a la 

reclamación bajo la Ley Núm. 80, supra. Además, indicó 

que (1) al presente caso le era aplicable la          

Ley Núm. 115-1991, conocida como Ley Contra el Despido 

Injusto o Represalias a todo Empleado por Ofrecer 

Testimonio ante un Foro Legislativo, Administrativo o 

Judicial, 29 LPRA sec. 194 et seq., lo cual extendía el 

periodo prescriptivo a tres (3) años; (2) que el caso 

de Carmen V. Lugo Rios v. Mun. de Vega Baja, supra, no 

tenía beneficio jurídico alguno en el presente pleito; 

(3) que la parte apelada no había incurrido en “forum 

shopping”; y (4) que el CASP no ostentaba jurisdicción 

exclusiva sobre la materia del presente pleito.  

Inconforme, el Municipio de Vega Baja presentó el 

recurso de apelación que nos ocupa. Esbozó los 

siguientes señalamientos de error:  

1. Erró el Tribunal de Primera Instancia al 
entender que la sentencia emitida en el 

caso Carmen Lugo Ríos v. Municipio de Vega 

Baja, no tiene efecto jurídico alguno al 

presente caso, aun cuando la misma 

establece que cualquier acto posterior a 

la destitución de la Sra. Lugo como 

directora del programa Head Start, puesto 

que ocupó luego el demandante, es nulo e 

inexistente jurídicamente.  

 

2. Erró el Tribunal de Primera Instancia al 
entender que la Comisión Apelativa del 

Servicio Público […] no ostenta la 

jurisdicción primaria exclusiva sobre la 

reclamación del querellante. Incidió, 

además, el foro primario al concluir que 

presentar dos recursos, uno en el juzgado 

de instancia y otro en el foro 

administrativo, no constituye una práctica 

de “forum shopping”[,] a pesar de que en 

ambas reclamaciones los hechos tratan de 

un mismo asunto[,] con la diferencia de 

que en un caso solicita protección como 

funcionario del Gobierno del Estado Libre 
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Asociado de Puerto Rico y en otro reclama 

los beneficios de la Ley 80 en calidad de 

empleado de una empresa privada. En su 

defecto[,] que la única controversia que 

estaría pendiente ante la atención del 

Tribunal de [Primera] Instancia es la 

reclamación bajo la Ley de Represalias.  

 

El 22 de enero de 2018, este Tribunal de 

Apelaciones, prescindiendo de la comparecencia de la 

parte apelada, emitió una Sentencia, desestimando la 

apelación por falta de jurisdicción, tras razonar que 

el recurso se presentó fuera del término jurisdiccional 

de diez (10) días dispuesto en la Sec. 10 de la Ley 

Sumaria de Reclamaciones Laborales, Ley Núm. 2 del 17 

de octubre de 1961, según enmendada, 32 LPRA sec. 3127 

(en adelante, Ley Núm. 2).  

Inconforme, el Municipio de Vega Baja presentó una 

Moción de Reconsideración, alegando en esencia que la 

Ley Núm. 2 no aplicaba al presente caso. Alegó, además, 

que el procedimiento se había tornado uno ordinario en 

el Tribunal de Primera Instancia. El 30 de enero de 

2018 emitimos una Resolución, declarando “No Ha Lugar” 

la reconsideración solicitada.  

Posteriormente, y aún en desacuerdo, la parte 

apelante presentó un recurso denominado “Apelación” 

ante la consideración del Tribunal Supremo de Puerto 

Rico.11 Dicho Foro acogió el mismo el 25 de mayo de 

2018. Tras algunas incidencias, nuestro Más Alto Foro, 

mediante una Sentencia emitida el 1 de mayo de 2019, 

revocó nuestra determinación, tras entender que la Ley 

Núm. 2, supra, no aplicaba a los municipios.12  

Devuelto el caso ante nuestra consideración, 

relatada la síntesis de los hechos pertinentes, y 

                                                 
11 Véase, José V. Rodríguez Rodríguez v. Municipio de Vega Baja, 

AC-2018-0041 (Sentencia no publicada).  
12 Véase, Íd. 
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prescindiendo de la oposición a la apelación, 

procedemos a evaluar el derecho aplicable. La parte 

apelada no recurrió del dictamen emitido por el Foro 

Primario, ni compareció ante nosotros mediante 

oposición. El apelante, por su parte, insiste en el 

efecto de cosa juzgada del dictamen en el caso de la 

señora Lugo Ríos sobre la controversia que hoy 

atendemos, y en la exclusividad de la jurisdicción de 

la CASP. Veamos.  

II. 

A. El impedimento colateral por sentencia 

El impedimento colateral por sentencia tiene como 

propósito evitar que los litigantes contra quienes se 

presenta una reclamación tengan que defenderse o probar 

sus reclamaciones en repetidas ocasiones bajo los 

mismos hechos ya adjudicados. Presidential v. 

Transcaribe, supra, pág. 276. Con ello se busca “evitar 

litigios innecesarios y decisiones inconsistentes”. Íd. 

No obstante, esta “se distingue de la doctrina de cosa 

juzgada en que para su aplicación no es necesario que 

se dé el requisito de identidad de causas”. Íd.     

págs. 276-277. El impedimento colateral por sentencia 

“surte efectos cuando un hecho esencial para el 

pronunciamiento de una sentencia se dilucida y 

determina mediante sentencia válida y final, [y] tal 

determinación es concluyente en un segundo pleito entre 

las partes, aunque estén envueltas causas de acción 

distintas”. Íd., pág. 277 citando a Beníquez et al. v. 

Vargas et al., 184 DPR 210, 225 (2012) (Comillas 

omitidas).  

 No obstante, cabe señalar que hay dos (2) 

instancias en que nuestro Tribunal Supremo reconoció la 
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improcedencia de la norma de impedimento colateral por 

sentencia. En primer término, no procederá su 

aplicación “cuando la parte contra la cual se interpone 

no ha tenido la oportunidad de litigar previamente el 

asunto y no ha resultado perdidosa en el litigio 

anterior”. Presidential v. Transcaribe, supra,      

pág. 277. En segundo lugar, tampoco se aplicará a 

asuntos que pudieron ser litigados y aplicados a un 

pleito anterior y no sucedió. Íd. “Su aplicación se 

limita a aquellas cuestiones que, en efecto, fueron 

litigadas y adjudicadas”. Íd. (Citas omitidas).  

B. Ley del Caso 

En nuestro ordenamiento jurídico, aquellos 

planteamientos que han sido adjudicados mediante un 

dictamen judicial final y firme constituyen la ley del 

caso. In Re Fernández Díaz I, 172 DPR 38, 43 (2007). 

Ante tal situación, dichos planteamientos que han sido 

adjudicados por este tribunal o por el Tribunal de 

Primera Instancia, no pueden ser reexaminados. Félix v. 

Las Haciendas, 165 DPR 832, 843 (2005). Así, aun cuando 

no se trata de un mandato inflexible, esta doctrina 

recoge la costumbre deseable de que “las controversias 

sometidas, litigadas y decididas por un tribunal dentro 

de una causa deben usualmente respetarse como finales.” 

Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. ELA, 152 DPR 599,         

607 (2000). 

C. El Forum Shopping 

De conformidad con lo expresado por nuestro Más Alto 

Foro, el Forum Shopping “es la práctica de elegir la 

jurisdicción o el tribunal que según la apreciación del 

demandante resolvería una reclamación o controversia de 

la manera más favorable”. Rodríguez Sainz v. LG 
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Cabanillas, 177 DPR 1, 31 n. 77 (2009).13 Algunas de las 

razones por las cuales podría incurrirse en tal 

conducta lo son la búsqueda de un foro percibido como 

más benigno a cierto tipo de reclamación o parte; 

costos más bajos en la litigación; derecho sustantivo o 

procesal percibido como más favorable o conveniente, 

entre otros. Véase, C.A. Whytock, The Evolving Forum 

Shopping System, 96 Cornell L. Rev. 481 (2011); E.T. 

Tracz, Forum Shopping: Defensive Abuse of the 

Intrastate Forum Non Conveniens Doctrine, 59 S. Tex L. 

Rev. 421, 430-434 (2018); (Note), Forum Shopping 

Reconsidered, 103 Harv. L. Rev. 1677.14 

Aunque no existe un planteamiento directo y 

contundente con respecto al desfavorecimiento de este 

en nuestro ordenamiento, sí realiza alusión a ello en 

algunas Opiniones, particularmente -pero no limitado a- 

la discusión de la figura del forum non conveniens. 

Véase, Rodríguez Sainz v. LG Cabanillas, supra; Ortega 

v. Morales Ortega, 131 DPR 783 (1992); SLG Valencia v. 

García García, 187 DPR 283 (2012). 

D. Jurisdicción Primaria Concurrente o Exclusiva 
 

La jurisdicción, según nuestro Tribunal Supremo, 

es aquel poder o autoridad que posee un tribunal u 

agencia para atender y adjudicar casos o controversias. 

Com. Alt. PNP v. CLE, 196 DPR 289, 296 (2016); Ayala 

Hernández v. Consejo de Titulares, 190 DPR 547, 559 

(2014); DACo v. AFSCME, 185 DPR 1, 12 (2012); Pérez 

López y otros v. CFSE, 189 DPR 877, 882 (2013). La 

                                                 
13 El caso hace referencia al Black's Law Dictionary, 7ma ed., St. 

Paul, West Group, 1999, pág. 666.  
14 Véase, R. Maloy, Forum Shopping: Whats Wrong with That, 24 QLR 

25 (2005); T.O. McGarity, 129 U. Pa. L. Rev. 302 (1980); M. 

Petsche. What´s Wrong with Forum Shopping An Attempt to Identify 

and Asses the Real Issues of a Controversial Practice, 45 Int´l 

Law 1005 (2011).  
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doctrina de jurisdicción primaria en el derecho 

administrativo tiene como propósito determinar dónde 

debe instarse inicialmente una reclamación.  Rivera 

Ortíz v. Mun. de Guaynabo, 141 DPR 257, 267 (1996) 

citado en SLG Semidey Vázquez v. ASIFAL, 177 DPR 657, 

676(2009). Al momento de analizar el tipo de 

jurisdicción que ostenta una agencia administrativa con 

relación a la vía paralela del tribunal, debemos 

evaluar si la jurisdicción primaria es de carácter 

concurrente o exclusiva. Véase, Rodríguez Rivera v. De 

León Otaño, 191 DPR 700, 710 (2014). 

Cuando nos referimos a la jurisdicción primaria 

concurrente es aquella donde la ley permite que la 

reclamación se inicie tanto en el foro administrativo 

como en el judicial. Rodríguez Rivera v. De León Otaño, 

supra, pág. 710; SLG Semidey Vázquez v. ASIFAL, 177 DPR 

657, 676 (2009); Aguilú Delgado v. PR Parking System, 

122 DPR 261, 266 (1988). Sin embargo, en deferencia al 

peritaje que posee el órgano administrativo, junto a la 

prontitud y flexibilidad que provee, se tiende a 

permitir y favorecer que se inicie y concluya el 

trámite ante la agencia administrativa previo a la 

intervención del tribunal. Rodríguez Rivera v. De León 

Otaño, supra, pág. 710; Rivera Ortiz v. Mun. de 

Guaynabo, supra, pág. 267; Ferrer Rodríguez v. 

Figueroa, 109 DPR 398, 402 (1980). El efecto real de 

esta doctrina es el aplazamiento de la intervención del 

tribunal en tanto no se concluya el procedimiento 

administrativo. Rodríguez Rivera v. De León Otaño, 

supra, pág. 710.15  

                                                 
15 D. Fernández Quiñones, Derecho Administrativo y Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, 3era ed., Colombia, Forum, 

2013, sec. 8.3, págs. 562-564. 
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La jurisdicción primaria exclusiva es aquella que 

el legislador, en su discreción, ha depositado de 

manera única en la agencia administrativa. Rodríguez 

Rivera v. De León Otaño, supra, pág. 709; Por tanto, 

resulta inmeritorio considerar la aplicación de 

jurisdicción primaria concurrente dada su inexistencia. 

Rodríguez Rivera v. De León Otaño, supra, pág. 710-711; 

Fernández Quiñones, supra, pág. 574.  Bajo esta 

doctrina, el tribunal está impedido de asumir en 

primera instancia “en las materias o asuntos en los 

cuales se le ha conferido la jurisdicción exclusiva a 

una agencia”. Rodríguez Rivera v. De León Otaño, supra, 

pág. 710 En el caso de la jurisdicción primaria 

exclusiva, la misma puede ser tanto original como 

apelativa. Rivera Ortíz v. Mun. de Guaynabo, supra, 

pág. 268. Es decir, “el legislador puede designar la 

exclusividad del foro tanto en la etapa inicial de una 

reclamación, así como para conferirle a una agencia 

jurisdicción exclusiva para atender en primer lugar una 

decisión administrativa. En este sentido podemos hablar 

de una jurisdicción apelativa exclusiva y una 

jurisdicción original exclusiva”. Íd.  

Sin embargo, resulta necesario resaltar que la 

doctrina de jurisdicción primaria no constituye una 

camisa de fuerza y está sujeta a excepciones. Rodríguez 

Rivera v. De León Otaño, supra, pág. 710; Consejo de 

Titulares v. Gómez Estremera, et al., 184 DPR 407, 430 

(2012) haciendo referencia a Ortíz v. Panel FEI, 155 

DPR 219, 246 (2001). Si tanto la causa de acción 

presentada como el remedio solicitado no requieren del 

ejercicio de la discreción y peritaje administrativo, 



 
 

 
KLAN201701388 

 

 

 

13 

es decir, son puramente judiciales, se podrá recurrir 

directamente al foro judicial. Íd. 

De igual manera, resulta pertinente al caso ante 

nosotros lo resuelto por nuestro Tribunal Supremo en 

Torres Pagán v. Municipio de Ponce, 191 DPR 582 (2014). 

En este caso, la parte demandante era empleada del 

Programa Head Start del Municipio Autónomo de Ponce, de 

donde fue despedida. Como parte de las alegaciones del 

Municipio de Ponce estaba que las reclamaciones de la 

demandante debían atenderse en la CASP, entre ellas una 

en daños al amparo la Ley de Derechos Civiles federal, 

42 USC sec. 1983. Nuestro Mas Alto Foro determinó que 

la demandante podía acudir directamente a presentar su 

reclamación en el Foro Primario, por lo que no procedía 

devolver el caso a la CASP. Torres Pagán v. Municipio 

de Ponce, supra, págs. 604-604. 

E. La Ley de Represalias 

La Ley Núm. 115-1991, 29 LPRA sec. 194 et seq., según 

enmendada, y conocida como Ley contra el Despido 

Injusto o Represalias a todo Empleado por Ofrecer 

Testimonio ante un Foro Legislativo, Administrativo o 

Judicial, buscaba ampliar las protecciones previamente 

existentes en beneficio de los empleados, públicos o 

privados, que comparecieren ante un foro judicial o 

administrativo para colaborar con los mismos. 

Exposición de Motivos, Ley Núm. 115-1991, 1991 LPR 115, 

págs. 956-957.16 Cabe destacar que la protección 

ofrecida por esta ley cobija al empleado “por ofrecer 

cualquier testimonio o información en cualquier foro 

bajo cualquier procedimiento”. Feliciano v. Sheraton, 

supra, págs. 392. Ello incluye agencias como la 

                                                 
16 Feliciano v. Sheraton, 182 DPR 368, 392 (2011). 
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Corporación del Fondo del Seguro del Estado17, y/o 

empleados municipales18. 

Asimismo, el estatuto contempla una serie de acciones 

consideradas como represalias, dentro de las cuales 

encontramos lo siguiente:  

(a) Ningún patrono podrá despedir, amenazar 

o discriminar contra un empleado con 

relación a los términos, condiciones, 

compensación, ubicación, beneficios o 

privilegios del empleo porque el empleado 

ofrezca o intente ofrecer, verbalmente o por 

escrito, cualquier testimonio, expresión o 

información ante un foro legislativo, 

administrativo o judicial en Puerto Rico, 

así como el testimonio, expresión o 

información que ofrezca o intente ofrecer, 

en los procedimientos internos establecidos 

de la empresa, o ante cualquier empleado o 

representante en una posición de autoridad, 

cuando dichas expresiones no sean de 

carácter difamatorio ni constituyan 

divulgación de información privilegiada 

establecida por ley. 

 

(b) Cualquier persona que alegue una 

violación a las secs. 194 et seq. de este 

título podrá instar una acción civil en 

contra del patrono dentro de tres (3) años 

de la fecha en que ocurrió dicha violación y 

solicitar se le compense por los daños 

reales sufridos, las angustias mentales, la 

restitución en el empleo, los salarios 

dejados de devengar, beneficios y honorarios 

de abogado. La responsabilidad del patrono 

con relación a los daños y a los salarios 

dejados de devengar será el doble de la 

cuantía que se determine causó la violación 

a las disposiciones de dichas secciones. 

 

(c) El empleado deberá probar la violación 

mediante evidencia directa o circunstancial. 

El empleado podrá, además, establecer un 

caso prima facie de violación a la ley 

probando que participó en una actividad 

protegida por las secs. 194 et seq. de este 

título y que fue subsiguientemente 

despedido, amenazado o discriminado en su 

contra de su empleo. Una vez establecido lo 

anterior, el patrono deberá alegar y 

fundamentar una razón legítima y no 

discriminatoria para el despido. De alegar y 

fundamentar el patrono dicha razón, el 

empleado deberá demostrar que la razón 

                                                 
17 Rivera Menéndez v. Action Services, 185 DPR 431, 445 (2012); 

Feliciano v. Sheraton, 182 DPR 368, 395 (2011).  
18 Rivera Prudencio v. Mun. de San Juan, 170 DPR 149, 165 (2007); 

Véase, Velázquez Ortiz v. Mun. de Humacao, 197 DPR 656, 671-672 

(2017); Cordero Jiménez v. UPR, 188 DPR 129, 138 (2013). 
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alegada por el patrono era un mero pretexto 

para el despido. Art. 2 de la Ley Núm. 115-

1991, 29 LPRA sec. 94a.  

 

Del texto que antecede, y a tenor con lo expresado 

por nuestro Mas Alto Foro, “[p]ara tener una causa de 

acción bajo la referida disposición estatutaria, el 

empleado tendrá que probar lo siguiente: (1) que 

participó en una de las actividades protegidas por la 

ley, y (2) que subsiguientemente fue despedido, 

amenazado o sufrió discrimen en el empleo.” Ocasio v. 

Kelly Servs., 163 DPR 653, 684 (2005); Feliciano v. 

Sheraton, supra, págs. 393-394. Mas específicamente, 

nuestro Tribunal Supremo expuso:  

[…] con relación a este tipo de caso laboral 

el legislador entendió necesario, al 

balancear los intereses del patrono y del 

obrero, recalcar y enfatizar, que para tener 

derecho al remedio que concede la Ley Núm. 

115, supra, el obrero querellante tiene que 

probar la violación a las disposiciones de 

la Ley, mediante evidencia directa o 

circunstancial. Para facilitar el onus 

probandi que le impuso al obrero, dispuso 

que éste establecería un caso prima facie 

cuando presentase evidencia, directa o 

circunstancial, que probase: Primero, que 

participó en una de las actividades 

protegidas por la Ley; y segundo, que 

subsiguientemente fue despedido o amenazado 

o sufrió discrimen en el empleo. La Ley crea 

una presunción juris tantum de violación a 

la misma a favor del querellante, al 

disponer que éste establece un caso prima 

facie una vez prueba que participó en una 

actividad protegida y que fue 

subsiguientemente despedido, amenazado o 

discriminado en su contra en el empleo. Una 

vez el querellante establece de forma prima 

facie su caso, el patrono deberá alegar y 

fundamentar que tuvo una razón legítima y no 

discriminatoria para el despido. Ante esto, 

el empleado, aún puede prevalecer si prueba 

que la razón alegada por el patrono es un 

simple pretexto para el despido 

discriminatorio. Marín v. Fastening Systems, 

Inc., 142 DPR 499, 511 (1997).19  

 

De igual manera Nuestro Mas Alto Foro indicó que 

la proximidad temporal entre la participación del 

                                                 
19 citado en Feliciano v. Sheraton, supra, pág. 394. 
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empleado en una actividad protegida y la acción adversa 

tomada en su contra puede ser suficiente para 

establecer un caso prima facie por represalias. Ello, 

si la participación y la acción adversa ocurren dentro 

de poco tiempo. Feliciano v. Sheraton, supra, págs. 

399. No empero lo anterior, cuando los eventos no 

ocurren dentro de poco tiempo, o el patrono puede 

rebatir la presunción prima facie en su contra, podrán 

considerarse otros elementos, como por ejemplo:  

(1) si el empleado fue tratado de forma 

distinta que otros empleados; (2) si existió 

un patrón de conducta antagónica contra el 

empleado; (3) si las razones articuladas por 

el patrono para fundamentar su acción 

adversa están plagadas de incongruencias, o 

(4) cualquier otra evidencia que obre en el 

expediente para establecer el elemento del 

nexo causal. Feliciano v. Sheraton, supra, 

pág. 399-400. 

 

Cabe destacar que el empleado puede probar su 

reclamación mediante prueba directa o circunstancial. 

Feliciano v. Sheraton, supra, pág. 396 (citas y 

referencias omitidas). 

F. La Ley 80 y su aplicación a los Municipios 

El Art. 2 de la Ley Núm. 80 disponía que “[s]e 

entenderá por justa causa para el despido de un 

empleado aquella que no esté motivada por razones 

legalmente prohibidas y que no sea producto del mero 

capricho del patrono”. Ley Núm. 80, 29 LPRA sec. 185b. 

Cónsono con ello, la Ley Núm. 80, supra, contenía en su 

Art. 2 un listado no taxativo de razones por las cuales 

se podía configurar una justa causa para el despido. 

En lo pertinente a la controversia del presente 

caso, nuestro Tribunal Supremo expresó que la Ley   

Núm. 80, supra, no aplica en el contexto del empleo 

público. Véase, Adventist Health v. Mercado, 171 DPR 
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255, 262-264 (2007); Rodríguez Cruz v. Padilla Ayala, 

125 DPR 486, 523-524 (1990).20 Ello, particularmente, 

dado que  

[…] el legislador no extendió las 

protecciones de la referida Ley Núm. 80 al 

empleado del Gobierno, porque dichos 

empleados están debidamente protegidos por 

las garantías que les concede el principio 

de mérito, al extremo de que —en caso de un 

despido injustificado— éstos tienen derecho 

a ser reinstalados en sus puestos. Eso 

explica que las disposiciones de la ley se 

hayan destinado esencialmente al empleado de 

la empresa privada y que no se deba extender 

su aplicación a la esfera gubernamental. 

Adventist Health v. Mercado, supra, pág. 

264. 

III. 

A. 

Con relación al primer señalamiento de error, la 

parte apelante plantea que sería un absurdo reconocerle 

al apelado un derecho propietario sobre la posición de 

la cual fue removido, toda vez que su nombramiento 

resultaba nulo a raíz de la Sentencia emitida en el 

caso Lugo Ríos v. Municipio de Vega Baja, DPE-2009-

0500. En este caso, se reinstaló a la señora Lugo Ríos 

a la posición de Directora del Programa Head Start en 

el Municipio de Vega Baja, de modo retroactivo a la 

fecha de su cesantía.  

Al observar la aludida Sentencia, observamos que 

razonablemente puede inferirse que la posición 

reclamada por el apelante es la misma que ocupó la 

señora Lugo Ríos, y que luego la primera recuperó. Ello 

tras decretarse su despido ilegal, reinstalarle la 

posición, y declarar nulas las acciones tomadas con 

posterioridad al despido de esta. Sin embargo, es 

meritorio observar que el despido del señor Rodríguez 

                                                 
20 Véase, Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, Guía para la 

Interpretación de la Legislación Laboral de Puerto Rico 121-122 

(1era ed. 2019). 
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Rodríguez ocurrió el 18 de enero de 2012, antes de que 

el Foro Primario emitiera su determinación en el caso 

de la señora Lugo Ríos el 30 de diciembre de 2013.  

Nótese, también, que el despido se configuró 

posterior a que el señor Rodríguez Rodríguez 

compareciera y participara en una investigación 

criminal habida contra el Alcalde del Municipio de Vega 

Baja. Asimismo, el despido ocurrió previo a que el Foro 

Primario emitiera la Sentencia del caso DPE-2009-0500. 

Obrar como propone la parte apelante crearía un absurdo 

jurídico en donde (1) el apelado sufriría las 

consecuencias de una denegatoria de renovación de 

contrato para una posición para la cual fue contratado, 

para llenar la vacante dejada por la señora Lugo Ríos, 

por el propio Municipio y a sabiendas del pleito 

pendiente; y (2) la razón para la denegatoria de la 

renovación del contrato no fue la determinación del 

Foro Primario en el caso de la señora Lugo Ríos, pues 

ocurrió alrededor de un año previo a tal providencia 

judicial. El Municipio nunca acudió al Tribunal de 

Primera Instancia en una acción legal para que se 

declarase la nulidad de la posición del señor Rodríguez 

Rodríguez. No puede, por tanto, introducir la Sentencia 

del caso de la señora Lugo Ríos para alegar ahora que 

el nombramiento del apelado es nulo. 

Asimismo, del expediente ante nuestra 

consideración no se desprende que se dilucidare asuntos 

relativos al motivo del despido del señor Rodríguez 

Rodríguez y/o el efecto que tendría la reinstalación de 

la señora Lugo Ríos con relación a la contratación del 

apelado. Razonablemente puede inferirse que la 

determinación del Foro Primario en el caso anterior, 
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con respecto a la nulidad de los actos posteriores, 

inciden sobre el empleo de la señora Lugo Ríos, y no 

necesariamente sobre el manejo del contrato del 

apelado. Tampoco el Foro primario, en el caso que hoy 

revisamos, emitió determinación alguna que atase la 

tramitación del pleito bajo el entendimiento de que la 

posición del señor Rodríguez Rodríguez resultaba nula a 

raíz de la determinación en el caso de la señora Lugo 

Ríos. Por tales motivos, entendemos que el primer error 

no se cometió.  

B. 

El segundo error planteado expone varias 

reclamaciones que, entendemos, debemos hilvanar para 

resolver. Primeramente, el apelante plantea que la 

Comisión Apelativa del Servicio Público, tiene 

jurisdicción exclusiva sobre las reclamaciones 

provenientes de empleados municipales. Para ello cita 

como referencia el Art. 1l.0002 de la Ley de Municipios 

Autónomos, 21 LPRA sec. 4552 y el Art. 12 del Plan de 

Reorganización Núm. 2 de 26 de julio de 2010, 3 LPRA 

Ap. XIII, Art. 2. Entendemos que le asiste la razón con 

respecto a la reclamación relacionada a las acciones o 

decisiones del Municipio que surja del del Art. 12 del 

Plan de Reorganización Núm. 2, supra, o de la Ley de 

Municipios Autónomos, supra. Sin embargo, al leer el 

texto de las disposiciones antes mencionadas con el de 

la ley Núm. 115, supra, así como la jurisprudencia 

interpretativa – véase, Torres Pagán v. Municipio de 

Ponce, supra- vemos que este último cuerpo normativo no 

está cobijado bajo la jurisdicción exclusiva antes 

mencionada. Por tanto, la reclamación bajo la Ley    
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Núm. 115, supra, podía presentarse en el Foro Primario 

sin que ello constituyese forum shopping. 

Por otra parte, como ya vimos anteriormente, la 

Ley Núm. 80, supra, no aplica debido a que, en palabras 

de nuestro Mas Alto Foro, la misma fue conferida para 

atender los reclamos de los empleados de la esfera 

privada. Véase, Adventist Health v. Mercado, supra, 

págs. 262-264.; Rodríguez Cruz v. Padilla Ayala, supra, 

págs. 523-524; Exposición de Motivos, Ley Núm. 80, 

supra. Con respecto a la Ley Núm. 115, supra, vemos que 

la misma no se encuentra en los confines de la 

enumeración comprendida en el Art. 12 del Plan de 

Reorganización Núm. 2, supra, y que por analogía al 

caso Torres Pagán v. Municipio de Ponce, supra, podría 

razonablemente inferirse que el CASP no ostentaba 

jurisdicción primaria exclusiva sobre la reclamación 

bajo la Ley Núm. 115, supra. Por tanto, el Foro 

Primario no incidió en el segundo error. 

IV. 

Por todo lo anterior, confirmamos la determinación 

del Tribunal de Primera Instancia.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


